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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación que presentó la apoderada de la accionada E. S. E. Hospital Universitario San Jorge, contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas  y Medidas de Seguridad de Pereira el día catorce (14) de junio de dos mil cinco (2005), dentro de la acción instaurada por la señora MARÍA ELENA GÓMEZ CARDONA.

2.- DEMANDA

Señaló la accionante que se había desempeñado como Auxiliar de Enfermería al servicio de la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge desde hacía más de siete años, había ingresado en periodo de prueba y haberse posesionado el día diecinueve (19) de enero de mil novecientos noventa y ocho (1998). Con la reestructuración de la entidad, se suprimió su cargo desde el catorce (14) de enero del año que avanza, fecha en la que se reconoció y ordenó pagársele una indemnización, liquidación de prestaciones sociales y la deuda laboral, pago que para el momento de interponer la acción, aún no se había concretado.

Adujo ser mujer cabeza de familia, por haber fallecido su esposo desde diciembre de 2002 y sufragar mediante la remuneración que obtenía del Hospital los gastos por educación, alimentación, vestuario, salud, vivienda y recreación de sus dos hijos menores.

Transcribe abundante jurisprudencia relacionada con los derechos a la igualdad, al trabajo, a las madres cabeza de familia, a la protección de la familia y solicita que como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable se ordene a la entidad hospitalaria su reintegro al cargo que venía desempeñando u otro de similar categoría y el reconocimiento del pago de salarios y demás prestaciones dejadas de percibir desde el momento de su desvinculación hasta que se produzca su reintegro.

Aporta en fotocopias las pruebas pertinentes sobre su vinculación laboral y su retiro, así como el registro de defunción de su esposo y los de nacimiento de sus dos hijos, también constancias de estar estudiando los menores.

3.- Contestación

La entidad accionada hizo uso de su derecho de contradicción y señaló que la protección a las madres cabeza de familia se refería a entidades del orden nacional, lo cual no es el caso del Hospital, cuya naturaleza es ser organismo de la órbita departamental y de conformidad con lo reglado en los artículos 6º y 122 constitucionales la accionada sólo podía obrar en el marco de su competencia. Habla de la ley 909 para destacar que de conformidad con su artículo 54 existe un régimen de transitoriedad, en el sentido de disponer que continúen rigiendo las disposiciones legales y reglamentarias de carrera administrativa mientras se expiden por el Gobierno Nacional los decretos reglamentarios. Considera que tales disposiciones no son aplicables aún por disposición expresa de la ley, pero en caso que lo fueran, el Hospital ha respetado las situaciones especiales de quienes están en licencia de maternidad, en estado de embarazo, con incapacidad permanente; o protegidos por fuero sindical.

Hace referencia a que la tutelante tiene alternativa económica dado que había prestado sus servicios por intermedio de la Cooperativa Cootraservi desde el veintiuno (21) de enero hasta el diez (10) de marzo de este año, empleo desde el cual podría recibir el salario para su sustento y el de su familia, así como los derechos que se derivan del contrato de trabajo, como salud, pensión, ARP, etc.

Concluye que la señora GÓMEZ CARDONA no se podía considerar como madre cabeza de familia sin alternativa económica en virtud de los dineros que se le entregaron al término de la relación laboral relacionados con indemnización ($7.588.765), liquidación de prestaciones sociales ($1.341.050), y deuda laboral $4.879.956) para un total de $13.809.771, con lo cual el mínimo vital de su familia fue asegurado por un tiempo y el perjuicio irremediable ha sido compensado mediante el pago de la indemnización, por lo que no se puede exigir al Juez Constitucional que adopte medidas urgentes para evitar un daño grave..

Sobre la calidad de madre cabeza de familia, manifestó además, que la tutelante solamente probó tal condición a través de una declaración extraproceso, sin que aportara una sentencia de divorcio o su calidad de madre soltera o su imposibilidad de conseguir empleo e insiste en la factibilidad de obtener empleo por intermedio de la antes mentada cooperativa. Aduce también, que la actora no aparece inscrita en el retén social.

Afirma que la mayoría de las mujeres y hombres a quienes se les suprimió el cargo argumentarían que son madres y padres cabeza de familia sin alternativa económica sin que se hubieran inscrito previamente en el retén social y demostrado su condición bajo medios de prueba más serios, y que con ese argumento probado a medias en una acción de tutela lograrían la reincorporación –sin saberse siquiera si el padre o la madre de los menores ayuda a su manutención- y fracasaría la reestructuración, factor que haría que el Hospital tuviera que cerrar sus puertas.

Transcribe ampliamente decisiones de la Corte Constitucional, de otra Sala de este Tribunal e incluso del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, atinentes al tema de la supresión de cargos en entidades públicas, en particular de los dos últimos mencionados que negaron el reintegro pedido precisamente por personas que alegaban ser madres cabeza de familia.

Solicitó la denegación de las súplicas de la acción al considerar que no se había violado derecho fundamental constitucional alguno.

4.- FALLO

Se ocupó inicialmente el señor Juez de primer grado de analizar lo concerniente con el perjuicio irremediable al que hacía mención la accionante y su condición de madre cabeza de familia, para concluir que en el plenario estaba comprobada tal condición mediante los anexos, donde se apreciaba que era viuda, con dos hijos menores cuyo sostenimiento debía proveer. En esas condiciones, conceptuó que al suprimirse cargos por parte de la accionada sin tener en cuenta normas de rango constitucional ni el aspecto humano de sus empleados, que se vieron abocados a recibir una ínfima indemnización y tener que aceptar ser nuevamente contratados por intermedio de una cooperativa, con una notable disminución de sus salarios; se habían quebrantado derechos fundamentales.

Se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional para concluir que se había causado un perjuicio irremediable al ser desvinculada desde el catorce (14) de enero de dos mil cinco (2005) de la labor que desempeñaba. Tuvo en cuenta que si bien era cierto se le había dado la oportunidad de escoger entre las posibilidades contempladas en la ley, debió optar por la indemnización, habida cuenta que la vinculación brindada por una cooperativa implicaba desmejora sustancial de sus condiciones laborales.

Concedió entonces el amparo deprecado y dispuso que la señora GÓMEZ CARDONA fuera reintegrada a un cargo igual o equivalente al que venía desempeñando, con el reconocimiento de todos los salarios y prestaciones a que tenía derecho, sin solución de continuidad desde el momento de su desvinculación hasta cuando sea efectivamente reincorporada a la nómina de la entidad. Ordenó realizar cruce de cuentas y en caso de aparecer saldo en contra de la actora, se le ofrecieran facilidades de pago de tal manera que no se afectara su subsistencia.

5.- IMPUGNACIÓN

5. 1. La abogada que representa los intereses de la E. S. E Hospital Universitario San Jorge manifiesta su disenso con el fallo anterior, argumentando que se trata de una entidad el orden departamental y por consiguiente no se le pueden aplicar las disposiciones de la Ley 790 de 2002. No obstante, de darse tal aplicación, señala que el artículo 12 de la citada ley se refiere a las madres cabeza de familia sin alternativa económica. Pero para el caso de la señora GÓMEZ CARDONA sucede que tenía la oportunidad de vincularse a una cooperativa con un verdadero contrato de trabajo, el cual contiene todas las prerrogativas que la ley concede a un empleado.

Se refiere a que el desmejoramiento a que se hace alusión, consiste en que no le serán reconocidos los trabajos suplementarios, las horas extras, los turnos y las asignaciones salariales que fueron entre otras, las razones que llevaron a la E. S. E. a la caótica situación presupuestal que existía antes de la reestructuración y que de no haberse procedido en esa dirección habría tenido que cerrar con las consecuencias que ello acarrearía en la población de menores recursos que requieren de su atención especializada.

Defiende el régimen de trabajo implementado a través de las cooperativas, del cual dice tiene las mismas condiciones que se aplican en la ley 50 de 1990, con lo cual estima que la tutelante si tenía alternativa económica. También hace referencia a la indemnización, prestaciones y deuda laboral que se le había ordenado pagar a la actora, lo cual al ser reconocido mediante resolución debidamente ejecutoriada constituía un título ejecutivo. Además, si se encuentra desempleada desde la supresión de su cargo, fue por no aceptar la oferta de trabajo por medio de la cooperativa seleccionada para la prestación de los servicios requeridos por la E. S. E., selección que se hizo de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 536 de 2004.

Señala que la tutelante manifiesta lo único que probó es que es madre cabeza de familia sin que aparezca prueba de no tener recursos para sostener a su hijo, pero no quedó probado el carecer de recursos para el sostenimiento de sus hijos o aportó el acta de defunción de su esposo.

Sobre el reintegro, manifiesta que no se tiene disponibilidad presupuestal y el mismo equivale a desconocer la rigurosidad técnica del proceso administrativo adelantado de conformidad con el estudio técnico que arrojó razones netamente económicas que impedían seguir prestando el servicio a la población más pobre. Cita jurisprudencia de la Corte Constitucional de los años 1998 y 2001 en apoyo de tal argumento.

Considera que el Juez Constitucional incurre en un yerro al conceder el reintegro, por cuanto el Decreto 2591 de 1991 consagra la tutela como un mecanismo transitorio y en este caso existe acción ejercitable ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, por medio de la cual se buscaría la nulidad del acto y el restablecimiento del derecho de la señora tutelante, siempre que logre demostrar que el acto se produjo en forma ilegal, lo cual en su concepto, no ocurrió.

Trae a colación sentencia de la Corte Constitucional atinente a la improcedencia de la acción de tutela cuando se ha indemnizado por la pérdida del empleo al trabajador y solicita la revocatoria del fallo de tutela que ordenó el reintegro de la actora.

5.2. La accionante concurre para aclarar que si prestó sus servicios a la cooperativa Cootraservi, pero que fue despedida con el argumento de tener que estar por fuera un mínimo de seis (6) meses y para desvirtuar el argumento de no haber aportado pruebas de su condición de cabeza de familia y viuda ya que tales documentos si fueron anexados. 

6.- SE CONSIDERA
De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en su rol de juez constitucional.
Las particularidades que el presente caso conlleva las puede resumir la Sala en: (i)  ¿Son aplicables a la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira las normas relativas a la protección establecida para las madres cabeza de familia?; y, (ii) ¿Reúne la actora los requisitos establecidos legal y jurisprudencialmente para ser acreedora a esa especial protección y por ende, era viable ordenarse su reintegro por vía de tutela?

Frente a lo primero, considera la Sala que en efecto las normas del retén social establecen una protección general para todas las madres cabeza de familia que laboran en las entidades al servicio del Estado. De no entenderse así, se estaría permitiendo una odiosa discriminación que resulta contraria a los postulados de la Constitución y al pensamiento del legislador, porque lo que se pretende es reforzar la estabilidad laboral de las personas que tienen a su cargo la manutención del hogar y de su grupo familiar en busca de la protección de los colectivos más desvalidos de la sociedad como son las mujeres, los discapacitados, los ancianos y los niños. En esas condiciones tanto necesita la protección establecida la madre cabeza de familia que labora en una entidad del orden nacional, como la puede necesitar quien presta sus servicios a los entes territoriales.

Precisamente en la sentencia SU-388 de 2005, la Corte analizó la potestad estatal para reorganizar las plantas de personal de sus instituciones y llegó a la siguiente conclusión: 

4.1.- Atribuciones y límites de la administración para adelantar reformas institucionales

El cumplimiento de los fines del Estado exige una permanente actividad de la Administración Pública y dentro de ella son apenas naturales los procesos de reforma institucional. La dinámica de las relaciones económicas, los avances tecnológicos, las necesidades del servicio, la disponibilidad fiscal y las transformaciones sociales y culturales son algunos de los factores que repercuten en esos cambios.

Justamente por lo anterior, la Constitución contempla la posibilidad de que, en todos los niveles, las autoridades implementen programas de reforma para atender esas nuevas exigencias. En el nivel nacional, por ejemplo, corresponde al Congreso determinar la estructura de la administración y crear, fusionar o suprimir ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos, así como crear o autorizar la creación e empresas industriales del Estado y sociedades de economía mixta, y reglamentar la creación y funcionamiento de las corporaciones autónomas regionales (CP. art.150-7). A su turno, al Presidente de la República le compete crear, fusionar o suprimir los empleos que demande la administración central (CP. art.150-14), suprimir o fusionar organismos administrativos (CP. art.189-15) y modificar la estructura de esas entidades (CP. art.189-16), siempre de acuerdo a los parámetros señalados en la ley.

De esta manera, los procesos de reestructuración pueden tener intensidades distintas cuyos efectos se reflejan también en escalas distintas. Pero en ningún caso puede perderse de vista que esos procesos repercuten en dos sectores bien definidos. De un lado inciden en la comunidad en general, quien es la destinataria final de la prestación de un servicio o del cumplimiento de una función administrativa. Por el otro, los ajustes institucionales tienen consecuencias directas en los trabajadores de la entidad a la que se aplica una medida de reestructuración. Tal circunstancia exige entonces que las autoridades obren con la mayor diligencia con miras a salvaguardar al máximo los derechos e intereses legítimos de unos y otros. Así, frente a la comunidad en general la Administración debe respetar los principios de la función administrativa señalados en el artículo 209 de la Constitución (igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad). Y frente a los trabajadores surge una clara obligación de respeto a sus derechos fundamentales, particularmente en el marco de las relaciones laborales. 

Naturalmente que las plantas de personal no son estructuras pétreas por lo que pueden sufrir cambios más o menos profundos según la dimensión de la reforma que se plantea. Sin embargo, la Corte ha reconocido la necesidad de observar ciertos parámetros con miras a reducir los traumatismos en aquellos eventos en los cuales sea necesario prescindir de trabajadores.

En consecuencia, las normas del llamado retén social obligaban a la E. S. E Hospital Universitario San Jorge a prever la continuidad en el cargo de las personas que estaban laborando para ella y que reunían las exigencias legales y jurisprudenciales para ser consideradas madres cabeza de familia.  

En lo que hace al otro aspecto propuesto, razón asistió a la señor Juez fallador al producir la orden de reintegro al cargo que venía desempeñando la señora MARÍA ELENA GÓMEZ CARDONA, o a uno equivalente, ya que de los elementos aportados puede colegirse que reúne las condiciones para predicar de ella la condición de madre cabeza de familia, que debe decirse de una vez, busca en concreto la protección del grupo familiar dependiente de un solo individuo, que ejerce al mismo tiempo las funciones de padre y madre de familia, lo cual quedó debidamente acreditado en el núcleo familiar de la actora.

En este particular punto, ha mostrado su disenso la impugnante no sólo en el escrito respectivo sino en la respuesta suministrada al descorrer el traslado inicial de la demanda presentada, cuando resalta que no aportó el acta de defunción de su esposo ni prueba de no contar con otros recursos económicos.

Frente a tal argumento, necesariamente debe decir la Sala que la actora anexó la documentación pertinente para acreditar su calidad de madre cabeza de familia, así lo entendió el funcionario a quo y así lo advierte esta Corporación, en el entendido que por conllevar la acción constitucional un trámite breve, preferente y sumario, la accionante cumplió con su obligación de allegar los medios probatorios que pretendía hacer valer para acreditar tal condición. Correspondía entonces a la entidad accionada desvirtuar tales afirmaciones arrimando al expediente las pruebas idóneas para ello y no simplemente limitándose a hacer la observación genérica de no estar suficientemente probada la calidad de madre cabeza de familia o que no tuviera otros medios de subsistencia, lo que en el presente caso no ocurrió. En el caso particular de demostrar la calidad de viuda de la señora GÓMEZ CARDONA es suficiente la copia del registro de defunción que aparece en el folio 20. 

La jurisprudencia ha sido clara en manifestar que en eventos como el que ahora concita la atención de esta Sala, se invierte la carga de la prueba y es a la ENTIDAD PÚBLICA ACCIONADA a la que compete demostrar que su proceder estuvo ajustado a derecho, por eso, no son de recibo sus argumentos para enervar la calidad de madre cabeza de familia que se ha considerado, cobija a la actora. Sobre este tópico manifestó el máximo Tribunal Constitucional:

A lo largo de las presentes consideraciones, se ha establecido que en el presente caso se está frente a una situación en donde se presume la discriminación que afecta a una persona que por ser madre cabeza de familia y minusválida, goza de una protección constitucional reforzada.
En situaciones como la presente, en donde se busca resguardar a sujetos que son acreedores de una protección reforzada de nivel constitucional, esta Corporación ha sostenido que se produce una inversión en la carga de la prueba cuando una medida de orden administrativo sea cuestionada por afectar derechos fundamentales de aquellas personas.
Al respecto, la sentencia T – 427 de 1992
 sostuvo: 

“La especial protección de ciertos grupos y personas por parte del Estado tiene como consecuencia la inversión en la carga de la prueba cuando la constitucionalidad de una medida administrativa sea cuestionada por afectar los derechos fundamentales de la persona directamente perjudicada.  En dicho evento, es a la administración a quien corresponde demostrar porqué la circunstancia o condición de desventaja de la persona protegida por el Estado no ha sido desconocida como consecuencia de su decisión”.

Como se ha dicho en otras ocasiones al analizarse casos parecidos, es oportuno resaltar que no solamente por depender económicamente del trabajador hijos menores se puede predicar que se está ante una madre cabeza de familia sujeto de la especial protección constitucional y legal del Estado; es necesario verificar el cumplimiento de unos requisitos -satisfechos en el grupo familiar de la señora MARÍA ELENA- señalados por la jurisprudencia cuyos apartes se transcriben, que por tratarse de fallos de unificación tienen especial preponderancia y señalan de manera clara y obligatoria el derrotero a seguir en estos eventos.

“Pues bien, atendiendo la exigencia constitucional prevista en el artículo 43 Superior, el Legislador aprobó la Ley 82 de 1993, relativa a la protección de la mujer cabeza de familia. La norma, al igual que otras sobre las que luego la Corte hará especial referencia, busca propiciar condiciones favorables en diversos escenarios como el acceso al sistema de seguridad social en salud, a programas educativos o al fomento de la actividad económica. Su artículo 2 señala las características estructurales de la condición de madre cabeza de familia en los siguientes términos: “quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.”

Al respecto la Corte advierte que no toda mujer puede ser considerada como madre cabeza de familia por el sólo hecho de que esté a su cargo la dirección del hogar. En efecto, para tener dicha condición es presupuesto indispensable (i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras personas incapacitadas para trabajar; (ii) que esa responsabilidad sea de carácter permanente; (iii) no sólo la ausencia permanente o abandono del hogar por parte de la pareja, sino que aquélla se sustraiga del cumplimiento de sus obligaciones como padre; (iv) o bien que la pareja no asuma la responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o mental ó, como es obvio, la muerte; (v) por último, que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia, lo cual significa la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el hogar.

Esta tesis, fue nuevamente reiterada por la Corte, cuando refiriéndose a tales exigencias desde el punto de vista de los hombres cabeza de familia, plasmó lo siguiente:

“Si extrapolamos tales definiciones al padre cabeza de familia, tendríamos de entrada que sostener que  no basta con que el hombre se encargue de proveer el dinero necesario para sostener el hogar y asegurar así las condiciones mínimas de subsistencia de los hijos, panorama tradicional del hombre que mantiene un hogar, es el proveedor de los bienes de consumo, y el pater familias. El hombre que reclame tal status, a la luz de los  criterios sostenidos para las mujeres cabeza de familia, debe demostrar ante las autoridades competentes, algunas de las situaciones que se enuncian, las cuales  obviamente no son todas ni las únicas,  pues deberá siempre tenerse en cuenta la proyección de tal condición a los hijos como destinatarios principales de tal beneficio.

(i) Que sus hijos propios, menores o mayores discapacitados, estén a su cuidado, que vivan con él, dependan económicamente de él y que realmente sea una persona que les  brinda el cuidado y el amor que los niños requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento; que sus obligaciones de apoyo, cuidado y manutención sean efectivamente asumidas y cumplidas, pues se descarta todo tipo de procesos judiciales y demandas que se sigan contra los trabajadores por inasistencia de tales compromisos.

(ii) Que no tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los niños y que en el evento de vivir con su esposa o compañera, ésta se encuentre incapacitada física, mentalmente o moralmente, sea de la tercera edad, o su presencia resulte totalmente indispensable en la atención de hijos menores enfermos, discapacitados o que médicamente requieran la presencia de la madre.

(iii) Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que le asiste de acreditar los mismos requisitos formales que la Ley 82 de 1993 le impone a la madre cabeza de familia para demostrar tal condición. En efecto, de conformidad con el parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993: “esta condición (la de mujer cabeza de familia y en su caso, la del hombre cabeza de familia) y la cesación de la misma, desde el momento en que ocurra el respectivo evento, deberá ser declarada por la mujer cabeza de familia de bajos ingresos ante notario, expresando las circunstancias básicas de su caso y sin que por este concepto, se causen emolumentos notariales a su cargo.”

En aplicación de tal doctrina, cabe concluir que por la necesidad de hacer realidad el imperativo constitucional contenido en el artículo 44 Superior de proteger integralmente a los menores de edad
 el retén social puede resultar aplicable a los padres cabeza de familia, que demuestren hallarse en algunas de las hipótesis mencionadas.

Ha sido enfática la entidad accionada en manifestar que la accionante si tenía alternativa económica en virtud de la posibilidad de ser vinculada por intermedio de una Cooperativa. No puede pasar desapercibido para esta Colegiatura que si bien es cierto se ofreció una oportunidad laboral, la misma conllevaba una serie de desventajas de tipo económico que la accionante no estaba obligada a asumir precisamente por ser sujeto que gozaba de especial protección y por tanto, ha debido la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge tener en cuenta tal situación antes de desvincularla del cargo que ostentaba. Peor aún, si se tiente en cuenta que la señora GÓMEZ CARDONA manifestó que de tal cooperativa fue nuevamente despedida con el argumento de tener que permanecer por fuera de la entidad un mínimo de seis (6) meses. 

Con base en las anteriores consideraciones, necesariamente debe colegir la Sala, como bien lo hizo en su momento el señor Juez de primer grado, que la actora es la única persona que sostiene a su grupo familiar, conformado por sus dos hijos menores, y que para tal propósito solo cuenta con los recursos que obtiene por la vinculación laboral. En otras palabras, reúne las calidades para ser considerada como la madre cabeza de familia para la cual la Constitución y la Ley han previsto una especial protección y por tanto, la providencia apelada por estar debidamente sustentada en los derroteros trazados para casos de esta índole, merece ser confirmada. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la Ley,  

falla
PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia que ha sido objeto de impugnación, proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, como Juez constitucional. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� En la sentencia C-209 de 1997, se dijo: “En concordancia con lo anterior, la Corte ha señalado, en reiteradas ocasiones, que la estructura de la administración pública no es intangible sino que puede reformarse incluyendo una readecuación de la planta física y de personal de la misma. La reforma de las entidades y organismos sólo será procedente si, conforme a los mandatos constitucionales, se ajusta a las funciones asignadas a los poderes públicos y no vulnera los derechos fundamentales de los ciudadanos, en especial, los derechos laborales de los servidores públicos (C.P., arts. 53 y 58). (Sentencia C-074/93).


En consecuencia, el proceso de reestructuración que adopte el Legislador en una entidad dentro de los principios enunciados para su cabal funcionamiento, es conducente si en él se protegen los derechos de los trabajadores y si las actuaciones no exceden los límites legalmente establecidos para realizarlo ; esto significa, que el retiro de su personal debe ir acompañado de las garantías necesarias para que el trabajador no quede desprotegido en sus derechos y el proceso en sí no se convierta en un elemento generador de injusticia social.”


� M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Sentencia T-792 de 2004 M. P. Dr. Jaime Araújo Rentería


� Sentencia SU-388 del 13-04-2005, M. P. Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ


� Sobre este particular, la Corte en la sentencia T-925 de 2004 sostuvo “aunque  en el mismo artículo se incluye un parágrafo en el que se indica que  la mujer deberá declarar ante notario dicha situación, tanto cuando la adquiera como cuando  la pierda, para efectos de  prueba, no es una condición que dependa de una formalidad jurídica”    


� Para los efectos del presente proceso resulta relevante recordar que la jurisprudencia de la Corte ha precisado que la protección constitucional estatuida en el artículo 44 C.P. en favor de los "niños" ha de entenderse referida a todo menor de dieciocho años. Así lo explicó esta Corporación  en la Sentencia C-092 de 2002, en la que examinó el alcance de las expresiones  niño, adolescente y menor, a que alude la Constitución en diferentes artículos, así como a las referencias que a ellos se hacen en los instrumentos internacionales y en la legislación nacional y concluyó que en Colombia, los adolescentes gozan de los mismos privilegios y derechos fundamentales que los niños y  que  en este sentido todo menor de 18 años tiene derecho a la protección  superior establecida en la Carta.  La Corte ha reiterado esta doctrina entre otras en las Sentencias C-247 de 2004, T 015 de 2004 y T-853 de 2004.





� Sentencia SU-389/05 del  M.P. Jaime Araújo Rentería
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